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Resumen: 

Proponemos que las XXV Jornadas Nacionales declaren que:  

DE LEGE LATA  

El Código Civil y Comercial profundizó el principio de transparencia en la actividad 

crediticia. 

Se pondere la cláusula de renuncia de los derechos del consumidor a oponer defensas 

al adquirente-cesionario en el marco del contrato de crédito vinculado. 

El principio de transmisibilidad de los derechos y el de no empeoramiento de la 

condición del deudor están implícitos en una situación jurídica abusiva cuando una 

cláusula provoca un desequilibrio en perjuicio del consumidor. 

DE LEGE FERENDA  

La abstracción cambiaria de títulos circulatorios emitidos en pago o en garantía de 

contratos de crédito vinculados, debe considerarse limitada y ajustada a parámetros de 

constitucionales. 

En los contratos de crédito vinculados cuando el título no ha salido o circulado más 

allá de su relación de emisión, o ha sido endosado en procuración, resulta procedente 

la interposición de la excepción de tráfico. 

 

1. El crédito al consumo: sus dos facetas. 

 El crédito al consumo constituye un mecanismo esencial de la economía que 

permite alcanzar altos niveles de progreso y crecimiento en la población
1
. En términos 

generales, se entiende como tal “todo préstamo al consumidor final que va destinado a 

la adquisición de bienes de consumo o a la realización de servicios no unidos a un 

proceso productivo”
2
.  
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En su aspecto jurídico, el crédito a los consumidores abarca todos los tipos y formas de 

crédito a disposición de los particulares quienes, por su intermedio, pueden adquirir los 

bienes y servicios necesarios para desarrollar su proyecto de vida. En este orden, 

constituye una herramienta para el mejoramiento de la calidad de vida de los 

consumidores ya que permite la satisfacción de sus necesidades. 

Sin embargo, en el mercado crediticio ciertas entidades financieras divulgan el crédito 

sin transparencia, y lo conceden de manera irresponsable, como un bien a adquirirse de 

modo fácil, inmediato y a bajo costo; provocan en un gran sector particularmente 

vulnerable de nuestra población, situaciones de endeudamiento excesivo que impiden el 

desarrollo del proyecto de vida de los consumidores. Estas consecuencias se traducen en 

un alto costo para el consumidor porque debe destinar gran parte de su ingreso para 

afrontar el pago de sus créditos, reduciendo al máximo los porcentajes indispensables 

para solventar las necesidades de su economía familiar. En estos casos, donde los 

egresos insumen los ingresos actuales y comprometen los futuros, el endeudamiento 

excesivo o sobreendeudamiento afecta negativamente la calidad de vida del 

consumidor.     

1.1. Las partes intervinientes. 

A los efectos de delimitar el objeto de estudio de nuestra investigación, resulta 

conveniente conceptualizar los sujetos involucrados en la operación de crédito para 

consumo. En primer lugar, entendemos como consumidor de productos financieros o 

usuario de servicios de esta especie a “toda persona física que recibe algún crédito, 

préstamo o financiamiento de parte de alguna entidad financiera (…), y que aplica dicho 

crédito, préstamo o financiamiento a un fin no comercial”
3
. En este sentido, cabe 

complementar el concepto expuesto con el art. 1° de la Ley de Defensa del Consumidor, 

que remarca el carácter “no profesional” de las deudas contraídas por el consumidor 

para la adquisición o utilización de bienes o servicios como destinatario final, en 

beneficio propio o de su grupo familiar o social.  

Por otro lado, definimos como proveedor de crédito a la entidad financiera que actúa en 

el mercado crediticio de manera profesional, utilizando recursos propios o de sus 

inversionistas, según sea su estructura jurídica. Es por ello que quedan excluidos de 

nuestro estudio, en los aspectos que no les resulten aplicables, los operadores 

financieros que toman dinero del público y lo prestan, intermediando entre la oferta y la 

demanda de recursos financieros. 

1.2. Las prácticas abusivas. 

1.2.1. Concesión abusiva del crédito.  

 En general, la concesión de crédito al consumidor puede calificarse como 

abusiva cuando la conducta del proveedor encuadra en alguna de las siguientes 

situaciones:  

a) No evalúa la solvencia del consumidor: cuando el proveedor induce a tomar crédito 

de modo inmediato a cambio de un alto costo de financiación y no evalúa la solvencia 

del consumidor, incumple la pauta de conducta honesta que deriva del principio de 

buena fe, resultando responsable por las consecuencias gravosas que la concesión de ese 
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crédito ocasione al consumidor y su grupo familiar
4
. La realización de la justicia avala 

que el principio de tutela del crédito ceda ante el de protección de los derechos 

fundamentales del consumidor  cuando el pago de las deudas compromete la 

satisfacción de sus necesidades básicas, sus intereses económicos y el desarrollo de la 

vida personal y familiar; máxime cuando la conducta del proveedor, contraria a los 

deberes mencionados, haya contribuido a agravar el estado de necesidad del consumidor 

imposibilitado de pagar. 

b) Emplea publicidad lesiva y engañosa: la publicidad carece de transparencia y 

veracidad por los mecanismos que el proveedor utiliza para dar a conocer la 

composición de la deuda. Advertimos que el mensaje publicitario transmite la idea de 

inmediatez y baratura del crédito. Resulta significativo que se ofrezca la concesión de 

crédito “sin veraz”, es decir, aun cuando el consumidor se encuentre endeudado 

anteriormente. Esta circunstancia, inevitablemente, lo llevará a ampliar su base de 

crédito y al pago de un mayor costo de financiación (acumulándose intereses 

compensatorios, punitorios, gastos administrativos, cargos de alta, sellados, etc.). Tal 

situación provoca un desfasaje en la ecuación económica ingreso-patrimonio-gasto y su 

posterior desenlace en la insolvencia.  

c) Incumple la obligación de informar: el crédito se otorga con facilidad, sin advertir el 

costo que derivará de las condiciones impuestas en su otorgamiento. Las prácticas 

empleadas no cumplen con las exigencias de veracidad y adecuación que debe tener la 

información como derecho fundamental. En este contexto, al consumidor de crédito no 

se le transmiten: el conocimiento de los rubros, el costo total de financiación, el alcance 

de las condiciones y la posición jurídica bajo la que quedará obligado. 

1.2.1.1. Herramientas tutelares.  

 Frente a las situaciones que configuran la concesión abusiva, deviene imperioso 

recurrir a mecanismos de tutela preventiva del consumidor de crédito. En nuestro 

ordenamiento normativo, es posible encontrar tales herramientas en diversos ámbitos de 

protección:  

1) En la Constitución Nacional: en el art. 42 subyace la protección de la persona del 

consumidor deudor en tanto se encuentran garantizados derechos fundamentales como 

el trato digno y equitativo, la protección de los intereses económicos y la información.  

2) En la Ley de Defensa del Consumidor: el art. 8 brinda el marco regulatorio de la 

publicidad; la obligación de información contiene una regulación general en el art. 4 así 

como una específica en el art. 36, referida a las operaciones de venta de crédito 

imponiendo a las entidades que lo conceden el deber de consignar precio contado, saldo 

de la deuda, total de intereses a pagar, amortizaciones (sistema), tasa efectiva anual, 

gastos extras o adicionales
5
. 

3) En la Ley de Lealtad Comercial: la publicidad engañosa se encuentra prohibida por el 

art. 9, es decir aquélla que “… mediante inexactitudes u ocultamientos pueda inducir a 
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error, engaño o confusión respecto de las características, …, o condiciones de 

comercialización …”.  

4) En el Código Civil y Comercial:  la legislación unificada ha producido una 

profundización de la transparencia en las condiciones contractuales a través de: a) la 

regulación de prácticas comerciales como la publicidad en los art.s 1101 y 1103 y, en 

relación a los contratos bancarios con consumidores y usuarios, en el 1385; b) la 

profundización del régimen de la obligación de informar al consumidor en el art. 1100 

y, en las operaciones de crédito, en los art.s 1387 y 1389; c) la obligación de evaluar la 

solvencia del deudor incluida, de manera incipiente, en el art. 1387. 

Por su parte, en el derecho comparado la directiva 2008/48/CE expresa en su 

considerando N° 26 que “…  tiende a la adopción de medidas adecuadas para 

promover prácticas responsables en todas las fases de la relación crediticia, …, 

resultando importante que los prestamistas no concedan créditos de forma 

irresponsable o sin haber evaluado previamente la solvencia del prestatario y que los 

estados miembros lleven el control para evitar tales comportamientos, así como los 

medios necesarios para sancionar a los prestamistas en caso que ello ocurra, …, los 

prestamistas tienen la responsabilidad de controlar individualmente la solvencia del 

consumidor”. En este sentido, en su art. 8 regula la obligación del proveedor de evaluar 

la solvencia del consumidor disponiendo que “… el prestamista evalúe la solvencia del 

consumidor, sobre la base de una información suficiente facilitada en su caso por el 

consumidor, y cuando proceda, basándose en la consulta de la base de datos 

pertinente”, y “si las partes acuerdan modificar el importe total del crédito, el 

prestamista actualice la información financiera de que disponga sobre el consumidor, y 

evalúe su solvencia antes de aumentar significativamente el importe total del crédito… 

”
6
.  

La directiva 2008/48/CE otorga también protección a los consumidores contra las 

prácticas desleales o engañosas en lo que refiere a la publicidad relativa a los contratos 

de crédito y sobre algunos elementos de información básica que deben facilitarse a los 

consumidores para que puedan comparar diferentes ofertas. Así, el Capítulo II 

“Información y prácticas previas a la celebración del contrato de crédito”, en su art. 4 

establece el contenido de Información básica que debe figurar en la publicidad donde el 

proveedor debe facilitar información sobre el coste total del crédito (suministrando un 

ejemplo representativo del cálculo) en los anuncios publicitarios, en locales del 

financista o intermediario para que el consumidor pueda comparar distintas ofertas. El 

art. 5 Información precontractual precisa de modo detallado  el contenido de la 

obligación de informar que pesa sobre el proveedor (porcentaje anual de cargas 

financieras y coste total del crédito). Por su parte,  el Capítulo IV “Información y 

derechos en relación con los contratos de crédito”, en concordancia con los antedichos, 

en su art. 10 Información que debe mencionarse en los contratos de crédito, especifica 

las precisiones que deben contemplarse en caso de que el contrato de crédito se celebre. 

Por último, el art. 14 regula el derecho de desistimiento del contrato de crédito sin 

expresión de motivo por parte del consumidor, el que, conjuntamente con los otros 

institutos, se encuentra inspirado bajo una finalidad tuitiva que pretende prevenir y/o 

evitar las situaciones de endeudamiento excesivo.   
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La Ley N° 737-2010 modificó el Código de Consumo Francés, en algunas disposiciones 

relativas al Crédito al Consumo. Esta ley adaptó el derecho interno a la directiva del año 

2008, estableciendo en su Título I, Capítulo III “Condiciones de formación del contrato” 

(art. 6), la obligación del acreedor de evaluar la solvencia del deudor
7
. Por su parte, la 

actual ley española N˚ 16/2011 “de contratos de crédito al consumo” regula en su 

capítulo II la “información y actuaciones previas a la celebración del contrato de 

crédito” incluyendo en él la publicidad y obligación de evaluar la solvencia del 

consumidor. Además, en el capítulo IV detalla la “información y derechos en relación 

con los contratos de crédito”
8
.  

1.2.2. Transferencia de los derechos emergentes de un contrato de crédito, y uso de 

pagarés y otros títulos circulatorios.  

En los últimos años, de modo específico en la operatoria de otorgamiento de crédito al 

consumo, los comportamientos comerciales se valen de la transferencia o de la cesión 

de los derechos emergentes del contrato de crédito, como también, de la emisión de 

títulos circulatorios a los que se les otorga una función de pago o de garantía por la 

financiación concedida. Estos mecanismos protegen al financista dado que le conceden 

liquidez y le aseguran el reembolso rápido, fácil y efectivo del crédito. De modo 

contrario, el uso de estas prácticas acentúa la debilidad del consumidor de crédito, 

habida cuenta que en la generalidad de los casos, aquélla se manifiesta mediante una 

desprotección que proviene de la imposición de cláusulas que pretenden impedir la 

facultad de oponer defensas al nuevo titular o cesionario de los derechos, o de las 

escasas excepciones cambiarias que resultan oponibles al tenedor de aquellos títulos, 

por resultar inmunes a las derivadas de la relación causal que dio lugar a su emisión. 

Estas circunstancias empeoran o agravan la condición de deudor del consumidor, y 

robustecen el derecho de crédito de titularidad del financista, dado que restringen las 

facultades emergentes de su posición jurídica, sea impidiendo oponer aquellas defensas 

al adquirente de los derechos, o sea por el principio de inoponibilidad de excepciones 

extracambiarias (causales o personales) al legítimo tenedor del título que entró en 

circulación
9
.  

En esta praxis negocial, cuando el consumidor emite títulos circulatorios, también se 

advierte que el financista se vale del uso de cláusulas de prórroga a extraña jurisdicción, 

y de la suscripción de títulos con contenido en blanco y sin identificación de su origen, 
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en los que, aquél desconoce el costo total de financiación que, por lo general, se 

completa de modo unilateral por el financista endosante o por el endosatario en 

procuración o, según el caso, si entró en circulación, por su legítimo tercero- tenedor
10

. 

1.2.2.1. Herramientas tutelares.  

El desarrollo de las herramientas tutelares se transita a partir de la superación de las 

consecuencias aislantes derivadas de la eficacia relativa del contrato de crédito y del de 

provisión. En efecto, el reconocimiento de la conexidad contractual existente en el 

contrato de crédito vinculado permite otorgar consecuencias jurídicas a un tramo de la 

eficacia negocial que se sitúa a nivel del negocio, por sobre la individualidad de cada 

contrato vinculado en la operación global (arts 36 ley 24240 y modificatorias, 1073, 

1075 CC y C). De modo especifico, a nivel del negocio, estos efectos permiten que el 

consumidor pueda oponer al financista las defensas que tuviere contra el proveedor del 

bien o del servicio.       

Las implicancias del ejercicio de estos derechos son vitales para la consolidación de las 

herramientas tutelares en el crédito al consumo, máxime en aquellas prácticas en las que 

el financista en su operatoria transfiere los derechos emergentes del contrato de crédito 

o recurre al uso de pagarés u otros títulos circulatorios. De este modo, conforme el 

estado actual de desarrollo de nuestro sistema jurídico, pensamos que en aquellos 

supuestos en los que el financista transfiera los derechos emergentes del contrato de 

crédito o el contrato, las cláusulas de renuncia o restricción de los derechos del 

consumidor (deudor cedido) a oponer defensas al nuevo titular, adquirente-cesionario de 

aquellos, quedan sujetas al control de abusividad que según las circunstancias podrá 

ponderarse sobre la situación jurídica en el marco del contrato de crédito vinculado 

(arts. 37 ley 24240 y modificatorias, 1°, 10, 1119, 1120 CC y C), y actualmente, 

también en el marco del régimen del tipo contractual de la cesión de parte contractual 

(arts. 1636, 1638 CC y C). Ambas herramientas permiten preservar la tutela de los 

derechos del consumidor de crédito garantizando la armonía entre el principio de 

transmisibilidad de los derechos y el de no empeoramiento de la situación del 

consumidor deudor-cedido, y la distribución normativa equilibrada entre los derechos y 

los deberes en el tramo del negocio o a nivel de la operación global.   

En consonancia con ello, en el derecho comparado la directiva N° 48/2008, bajo un 

criterio tuitivo como la anterior, considera que “la cesión de los derechos del 

prestamista derivados de un contrato de crédito no debe debilitar la posición del 

consumidor”. Por su parte, ley española N° 16/2011 adopta un alcance similar a la 

regulación anterior, reproduce el texto de la directiva actual, y establece una norma de 

protección de los derechos del consumidor en la etapa de ejecución del contrato de 

crédito
11

.     

En el derecho nacional, el desarrollo de las herramientas tutelares relativas a la 

problemática del uso de pagarés u otros títulos circulatorios en el crédito al consumo, 

tiene su origen en la labor doctrinaria y jurisprudencial. En este sentido, la doctrina 
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judicial fijada en el fallo plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Comercial decidió que en un conflicto de esta índole, resulta posible inferir de la calidad 

de las partes y prescindiendo de la naturaleza cambiaria del título, que subyace en él la 

existencia de una relación de consumo
12

. Los aspectos teóricos centrales que emergen 

de las conclusiones del voto de la mayoría, se focalizan en torno a la abstracción 

cambiaria y a los límites de origen constitucional a los que debe sujetarse. Bajo esta 

inteligencia, estos fundamentos hacen hincapié en aquellos supuestos en los cuales 

resulta procedente considerar limitada la abstracción cambiaria como mecanismo de 

tutela del consumidor de crédito que emitió tales títulos. En este sentido, cuando el 

título circula entre las partes de la operación de crédito al consumo, o sea, no ha salido o 

circulado más allá de su relación de emisión, o ha sido endosado en procuración,  debe 

considerarse que la abstracción cambiaria está limitada dado que por la calidad de las 

partes puede inferirse que subyace una relación de consumo y la tutela de los derechos 

iusfundamentales reconocidos en ella (art. 42 CN). De modo contrario, cuando el título 

entra en circulación y coloca en vinculación a dos personas no alcanzadas por la 

relación subyacente, rige la abstracción cambiaria de modo pleno y el tercero, legítimo 

tenedor del título, adquiere el derecho incorporado a él de forma autónoma e 

independiente de su anterior transmisión. La doctrina del plenario también fijó criterios 

en orden a la interpretación a efectuarse de la ley ritual relativa a las excepciones en el 

trámite del juicio ejecutivo. En este sentido, se sostuvo que la presunción de la 

existencia de relación de consumo por la calidad de las partes del vínculo causal 

subyacente, no vulnera la prohibición de indagar la causa en este tipo de proceso y en 

punto a la inhabilidad del título.   

 Finalmente, también resulta relevante remarcar que la doctrina plenaria estableció 

criterios de prelación normativa, dado que sostuvo que la ley 24.240 y modificatorias 

tienen jerarquía constitucional, es ley de orden público, es ley especial y posterior no 

sólo respecto de la legislación común, sino también del derecho cambiario y de los 

códigos de procedimientos. Este decisorio tiene suma relevancia habida cuenta que sus 

conclusiones permiten reconocer protección al consumidor en lo relativo a la 

abstracción cambiaria
13

. En efecto, en ellas se afirma que el consumidor en los 

supuestos en los que exista conexidad contractual y aparezcan las figuras del financista 

y del proveedor, y siempre que el título no haya circulado de esta relación, puede 

oponer las excepciones casuales o personales que tenga frente al proveedor, ya que la 

adquisición del título por el financista no puede ser calificada como cambiaria típica, 
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por carecer de tráfico y no gozar éste de la calidad de tercero cambiario
14

. De este 

modo, la doctrina plenaria permite otorgar una solución que respete el imperativo 

constitucional de tutela del consumidor, aplicando en nuestro derecho las soluciones 

existentes en la regulación legal habida en el derecho comparado en orden a la 

excepción de tráfico regulada en el derecho español
15

. Asimismo, pensamos que las 

repercusiones jurisprudenciales que han generado una apertura en el seno del juicio 

ejecutivo encuentran un punto de contacto con los criterios doctrinarios existentes con 

anterioridad a ellas, en los que se propició la protección del consumidor mediante la 

inclusión -al momento de la emisión del título- de una inscripción inequívoca que 

establezca su origen, permitiendo -a su vez- que el tercer adquirente tome conocimiento 

del carácter del título que recibe
16

. 

En consonancia con ello, en el derecho comparado, la directiva N° 48/2008 no hace 

referencia expresa a la posibilidad de que los estados puedan seguir utilizando 

instrumentos cambiarios para garantizar los créditos al consumo, es decir, no prohíbe el 

uso pero tampoco recomienda como su anterior que los estados velen porque no se 

produzcan desequilibrios en las posiciones jurídicas de ambos contratantes, 

principalmente la del consumidor
17

. La ley española N° 16/2011 en su art. 24 reproduce 

el texto del art. 12 de la ley N° 7/1995. De este modo, se establece una excepción al 

régimen jurídico cambiario para aquellos supuestos en los que el título no circuló más 

allá de su relación de emisión. En estos casos, el consumidor o su garante podrán 

oponer al financista en el marco de un juicio ejecutivo, la excepción de tráfico, o sea 

aquellas que tuvieren contra el proveedor del bien o del servicio dado que la unidad 

económica de la operación impide considerarlo tercero cambiario ajeno a los intereses 

que motivaron la relación de emisión
18

.      
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